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Acta N° 182 de abril 5 de 2017
 



Decide la Sala la acción de tutela promovida por Yésica Osorio Bautista, en representación de su hijo, el niño Jerónimo Arango Osorio en contra del Juzgado Primero de Familia de esta ciudad, y de Eimy Jynei Zapata Ocampo, como representante legal de Emmanuel Arango Zapata, a la que fueron vinculados Eiber Arango Pineda, la Procuradora de Familia, la Defensoría de Familia y el Juzgado Segundo de Familia locales.
ANTECEDENTES

  



Yésica Osorio Bautista, en representación de su hijo, el niño Jerónimo Arango Osorio, presentó acción de tutela contra el Juzgado Primero de Familia y de Eimy Jiney Zapata Ocampo, como representante legal del niño Emmanuel Arango Zapata, en la que aduce la violación de los derechos fundamentales”a la vida , la integridad física, la alimentación, la familia y el mínimo vital”.
   



Narró, en síntesis, que convive con Eiber Arango Pineda,  con quien tiene un niño de 5 meses de edad; Eiber, sostuvo una relación sentimental con la señora Eimy Jiney Zapata en la que procrearon a su hijo Emmanuel Arango Zapata; la misma demandó mediante proceso ejecutivo de alimentos a su compañero, ante el Juzgado Primero de Familia (radicación 2016-00497-00), dentro del cual se ordenó el embargo del 35% del sueldo que el ejecutado devenga en la empresa AC NIELSEN DE COLOMBIA LTDA, incluidas las demás prestaciones salariales. 

  



Por su lado, desde el año anterior, Eiber Arango inició una demanda de reducción de cuota alimentaria ante el Juzgado Segundo de Familia frente a Eimy Jiney Zapata y en relación con el niño Emmanuel Arango, en el que se fijó fecha para audiencia de conciliación el 11 de agosto de 2017. Además, el 1º de marzo le llegó a su compañero nómina por valor de $ 1’193.000,oo y se le descontó la suma de $512.226, para un saldo pagado de $238.490, con lo que deben subsistir; de allí, se desprende que la deducción corresponde a más del 50%, lo que no les permite desarrollar una vida en condiciones de normalidad, por los gastos que deben asumir.
    



Pidió, por consiguiente, el amparo de los derechos implorados, y ordenar (i) que de manera inmediata se levante el mencionado embargo y retención de salario de su compañero; (ii) se verifique por el funcionario competente, si con los descuentos realizados a la fecha, se cumplió con el pago de la obligación alimentaria que conlleve a la terminación del proceso; (iii) se ordene al Juez Segundo de Familia, practicar la audiencia señalada, de manera inmediata.
  



Se dispuso el trámite de rigor con la vinculación de Eiber Arango Pineda, la Procuradora de Familia, la Defensoría de Familia y el Juzgado Segundo de Familia locales y se concedió el término de 2 días para que se ejerciera el derecho de defensa, a la vez que se decretaron pruebas.
 



El Procurador 21 Judicial II Infancia, Adolescencia y Familia, solicitó la práctica de una prueba (f. 23). Finalmente, el Procurador 21 Judicial, previa alusión a los requisitos de procedibilidad de la acción de tutela frente a providencias judiciales, expresó que en relación con el Juzgado Primero de Familia no se satisfacen los requisitos generales, por cuanto no existe ninguna petición dentro del expediente atañedera a la reducción o levantamiento del embargo; y previas transcripciones jurisprudenciales indica que en lo que toca con el Juzgado Segundo de Familia no se advierte mora judicial y tampoco ha mediado alguna solicitud para reprogramar la audiencia señalada; por ello, concluye que no se debe conceder el amparo, pero que a título de petición, se traslade al proceso ejecutivo de alimentos, la solicitud que se hace por medio de esta acción al proceso de alimentos para que allí se resuelve sobre la viabilidad de levantamiento de la medida o disminución del respectivo porcentaje.
  



La Defensora de Familia indicó que si bien los menores están en igualdad de condiciones, llama la atención que su progenitor, siendo conocedor de ello, no haya cumplido a cabalidad con la cuota de su hijo Emmanuel ni procurado ponerse al día con su obligación alimentaria; notificado de la demanda ejecutiva no acreditó lo relacionado con la existencia de su otro hijo, ni solicitó disminución del porcentaje del embargo; la medida vigente, se encuentra ajustada a lo permitido por ley; el documento aportado como prueba de que el demandado percibe una suma ínfima para su supervivencia, corresponde solo a 12 días de salario, por lo que no podría predicarse que el dinero que percibe por 30 días de salario, sea una suma que le impida sobrevivir, y esta vía es inadecuada para dirimir los conflictos.
  



La Jueza Primera de Familia reseñó lo actuado dentro del proceso respectivo y señaló que se ha adelantado con observancia de las reglas establecidas en el Código General del Proceso y sin que se haya efectuado algún reparo sobre la medida decretada, pese a que el demandado actúa por intermedio de apoderado judicial; que la forma de pago al mismo es por periodos del día 1 al 12 y del 13 al 30 de cada mes; el documento aportado por la accionante corresponde al primero de ellos y se desconoce cuánto devengó por los 18 días restantes; que dicho salario también se encuentra afectado por una libranza; que en la sentencia proferida prosperó una excepción y probablemente una vez se liquide el crédito culminará el proceso y se levantara la medida cautelar.





Por su parte, Eimy Jiney Zapata dio respuesta a los hechos del libelo e indicó que si la accionante ha reconocido que el demandado percibe la suma de $1’193.000 con el descuento del embargo que no supera el 35% recibe entonces $775.450.oo y no la suma que anuncia en la tutela, y se opuso a las pretensiones, aclarando que Emmanuel Arango también se ha visto afectado económicamente por el incumplimiento del padre en su obligación, lo cual motivó la promoción de la demanda. 
  



El titular del Juzgado Segundo de Familia, explicó que la fecha señalada para llevar a cabo la audiencia programada en el proceso de disminución de cuota alimentaria, corresponde a la más próxima acorde con la agenda del despacho. 
  



Seguidamente, se decretó la prueba solicitada por el Ministerio Público, que se materializó con respuesta visible a folio 87.
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

Se acude en esta oportunidad en procura de los derechos fundamentales arriba señalados, por la inconformidad que le causa a la accionante el hecho de que a su compañero permanente se le efectúe un descuento por embargo judicial de su salario en  un 35% dentro de proceso ejecutivo de alimentos que cursa en el Juzgado Primero de Familia,  pues se afectan los derechos que también le asiste a la familia que tiene conformada con el mismo con la presencia de otro niño concebido en dicha relación; así como por la fecha que se señaló en el Juzgado Segundo de esa misma categoría en proceso de reducción de cuota alimentaria que su compañero permanente instauró allí. 
Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia SU-222 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, esta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental000 y (vii) violación directa a la constitución.  o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional;
  



Perfilando el asunto en lo que corresponde a los criterios generales, salta a la vista que el derecho al debido proceso, que daría relevancia constitucional a la cuestión, sobre el que, en últimas, descansa el asunto,  y sin que se desconozcan las dificultades por las que pueda atravesar en la actualidad la familia de la accionante, no pudo serle vulnerado a la accionante, por la sencilla razón de que no es parte, ni interviniente con legitimación en ninguno de los procesos en los que se reprochan las actividades de los jueces, como quiera que, aunque se aduce que con lo allí tramitado se afectan sus derechos y los de su hijo, no ha sido citada y tampoco ha elevado ante ellos, peticiones formales, tendientes a exponer lo que considera lesivo de los intereses que plantea por esta excepcional vía. 
  



Sobre el particular ha dicho la Corte Constitucional: 

Estima la Sala que para considerar que una providencia judicial ha vulnerado un derecho fundamental, es necesario que se demuestre que la autoridad judicial ha actuado de forma tal, que no permitió a los afectados con su decisión, hacerse parte dentro del proceso, o que una vez en éste, incurrió en algunas de las causales previstas para que la acción de tutela proceda contra providencias judiciales. Una persona que no ha intervenido dentro de un proceso judicial, y que no actúa como agente oficioso o como apoderado de quien sí lo ha hecho, no podría alegar una vulneración de sus derechos fundamentales como consecuencia de la decisión tomada por la autoridad judicial…
. 
 



Y con igual perspectiva, la Corte Suprema de Justicia, ha expresado:

Dentro del asunto que convoca la atención de la Sala, se infiere que el actor persigue que se deje sin efecto lo actuado dentro del proceso de restitución de inmueble arrendado interpuesto por María Mercedes Herrera contra Miguel Ángel Chaparro Becerra, porque en su concepto no se lo llamó a integrar el contradictorio, a pesar de tener contrato de arrendamiento vigente respecto al inmueble que es objeto de la causa judicial.

El problema jurídico que surge de la situación narrada, rápidamente se soluciona, si se repara en que el actor de esta causa constitucional no es parte dentro del aludido rito declarativo, esto es, porque quien no es parte dentro de un litigio, no le es posible reclamar la vulneración del debido proceso
.
 
  


 
Puestas de esta manera las cosas, es inviable considerar lesionado o amenazado derecho alguno como lo reclama demandante dentro de unos asuntos en los que no ha intervenido como interesada o como parte, que es lo que justificaría la  protección constitucional frente a las decisiones de los jueces, cuando se dan los presupuestos citados, y ello, por contera, sin necesidad de otras lucubraciones, desemboca en la improcedencia de la acción, como se resolverá. 

 



No sobra agregar que, conforme con la respuesta que brindó el pagador de la entidad que hace efectiva la medida cautelar (f. 87), no se trasluce, en  manera alguna, que dicha cautela afecte más del 50% del salario de Eiber Arango, pues, dejó en claro que aplica el descuento sobre el 35% que fue lo ordenado por el Juzgado. 
  



Por último, no resulta atendible la solicitud que extiende el Procurador 21 Judicial, para que se dé traslado de este libelo al Juzgado Primero de Familia local a fin de que resuelva sobre la viabilidad de levantamiento o reducción de la medida de embargo, ya que no se trata de responder aquí un derecho de petición, sino de resolver una acción constitucional. La accionante, o el propio demandado, conservan la facultad para dirigirse al despacho judicial en procura de que se revise la situación. 





Se absolverá a los demás citados por no hallar de su parte trasgresión alguna respecto de los derechos que se reclaman.

DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, se DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Yésica Osorio Bautista, en representación de su hijo Jerónimo Arango Osorio en contra  de los Juzgado Primero y Segundo de Familia de esta ciudad.
Se absuelve a los demás sujetos intervinientes.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA   
� Sentencia C-543-92


� 	Sentencias T-1232 de 2004 y T-510 de 2006.


� 	Sala de Casación Civil. M.P. William Namén Vargas. Providencia de 17 de julio de 2008.
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